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PARTICIPACIÓN Y SEGURIDAD CIUDADANA: 
PERSPECTIVAS DESDE LA JUSTICIA 

TRANSICIONAL PARA 
LA RESOLUCIÓN DE CONFLICTOS

Alejandro Ernesto Vázquez Martínez 

Introducción 

Diversas acepciones sobre seguridad ciudadana coinciden en que se trata 
de una “situación donde las personas pueden vivir libres de las amenazas 
generadas por la violencia y el delito, a la vez que el Estado tiene las capaci-
dades necesarias para garantizar y proteger los derechos humanos directa-
mente comprometidos frente a las mismas […]. [E]s una condición donde 
las personas viven libres de la violencia practicada por actores estatales o no 
estatales” (Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 2009). Desde 
esta perspectiva, la definición de seguridad ciudadana nos permite realizar 
análisis acerca de las estrategias que deben plantearse para que la ciudadanía 
se halle en situaciones o condiciones libres de violencia, es, por tanto, una 
concepción dual puesto que nos permite pensar cómo es la ciudadanía que 
se anhela construir. En ese sentido la seguridad ciudadana tiene un carácter 
prospectivo. Es evidente que sólo por medio de la resolución de conflictos 
serán plausibles las condiciones que permitan el ejercicio pleno de la ciu-
dadanía. Pensar la ciudadanía en contextos de conflicto también significa 
preguntarse por las concepciones y estrategias existentes que buscan darle 
respuesta, es decir, cuestionarse sobre la propia concepción de conflicto y 
las categorías que lo abordan. En ese sentido, la conflictología refiere que 
debe actuarse “en las causas de los conflictos más que en su sintomatolo-
gía y propone métodos de cambio como sistema de resolución de los con-
flictos […]. [E]l objetivo no se centra en establecer un sistema ideal de paz, 
sino en procurar, en tratar de hacer posible, de facilitar, que la paz se ins-
taure por sí misma” (Vinyamata Camp, 2015, p. 17). En ese proceso la par-
ticipación ciudadana es conditio sine qua non, no sólo porque la construcción 
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de la seguridad ciudadana “está relacionada a la presencia interrelacionada 
de múltiples actores, condiciones y factores. Entre ellos: la historia y la es-
tructura del Estado y la sociedad; las políticas y programas de los gobier-
nos; [y] la vigencia de los derechos económicos, sociales, culturales […]” 
(CIDH, 2009), puesto que la participación de la ciudadanía es también la 
participación de las personas quienes han sido víctimas por parte del Esta-
do y por particulares. De esta manera puede establecerse correspondencia 
analítica entre la ciudadanía y la justicia, en particular, la justicia transicional 
(JT) toda vez que parte de la agenda social e institucional tienen por objeto 
las dimensiones que integran la JT: verdad, justicia, reparación y garantías 
de no repetición. Desde la propuesta que se desarrolla en el Estudio para ela-
borar una propuesta de política pública en materia de Justicia Transicional en México 
(2018), coordinado por Sergio López Ayllón, se sugiere que la “política de 
JT tendría como objetivos (i) esclarecer los hechos que causaron la violen-
cia e identificar a los responsables, (ii) reducir la impunidad, (iii) reparar a 
las víctimas por el daño sufrido y reconstruir el tejido social, así como (iv) 
impedir la repetición de los eventos” (p. 99). En ese sentido, la política que 
articule las dimensiones de la JT con “‘pretensión de justicia política’ debe 
tener en cuenta las condiciones lógicas, empíricas, ecológicas, económicas, 
sociales, etcétera, de la posibilidad real de su concreción” (Gómez Lechap-
tois, 2013, p. 90), sin esa posibilidad, no hay participación y seguridad ciu-
dadana viables.  

1. Discurso, participación y legislación

Las relaciones entre la sociedad y las instituciones gubernamentales se for-
malizan por medio del complejo normativo que define las atribuciones y 
potestades de la institución y de la ciudadanía. Evidentemente cada una de 
las funciones que constituyen la estructura y operación de las instituciones 
tiene ámbitos definidos de acción; sus operaciones, sin embargo, no siem-
pre se hallan reglamentadas y las concepciones que se expresan en las le-
yes no siempre tienen correspondencia con la realidad que intentan signi-
ficar y, en su caso, organizar. Desde las perspectivas de carácter positivista 
se ha planteado que se trata de un desajuste entre el deber ser de la norma y 
el mundo concreto a la que esta se dirige, ya sea descriptiva o prescriptiva-
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mente. También es posible pensar en la reconstitución de la validez de la 
norma respecto del carácter dinámico de las prácticas humanas, de las con-
sideraciones que le actualicen, cambien o, en su caso, invaliden. Pero desde 
las perspectivas analíticas que ponderan la condición sociocultural del dis-
curso jurídico, así como de las determinantes –básicamente socio-históricas 
y políticas– del mismo, es suficientemente claro que las funciones declara-
das y las funciones latentes del discurso jurídico no sólo corresponden a 
dos dimensiones esencialmente diferentes, sino que las primeras permiten 
concebir a las segundas sobre una base de cierta gradualidad a partir de su 
eficacia y eficiencia. Se trata de un criterio que intenta ajustar ideológica-
mente1 lo concreto real con el discurso jurídico, dicha operación siempre es 
significativa en tanto muestra cómo responde institucionalmente el Estado 
y cómo justifica sus actuaciones (legales e ilegales) y omisiones. Aquí intere-
san fundamentalmente las acciones que todavía se producen en la denomi-
nada “guerra”2 contra el narcotráfico, sin embargo, el análisis no se reduce a 
este periodo puesto que son cuestiones todavía abiertas en varios sentidos. 
Por una parte, la participación ciudadana y las acciones legislativas relacio-
nadas con el acceso a la justicia, particularmente en los procesos de victi-
mización, se articulan en la actualidad con antiguas demandas de justicia,3 
esto es, coinciden espacial y temporalmente procesos socioculturales, his-
1 En este caso, ideología se emplea como “los puntos en que el poder incide en ciertas expre-
siones y se inscribe tácitamente en ellas” (Eagleton, 2005, p. 283). 
2 Fue el 8 de diciembre de 2006 cuando “Calderón declaró el inicio de la ‘guerra’ de su gobierno 
contra las organizaciones criminales, especialmente contra el narcotráfico, y lanzó el Operativo 
Conjunto Michoacán. Ordenó el despliegue de 4 mil 200 elementos del Ejército, mil elementos 
de la Armada, mil 400 policías federales y 50 agentes del Ministerio Público. Entre 2006 y 2011, 
Calderón incrementó 50 por ciento el gasto en seguridad del gobierno federal. Fortaleció a la 
Secretaría de Seguridad Pública federal (SSP) y a la Policía Federal. Seis años después del inicio 
de estas acciones, la percepción entre la población es que este fue ‘el sexenio de la guerra’, con 
un alto costo de muertes de civiles, desaparecidos y desplazados, y que los grupos criminales no 
fueron desarticulados. Por el contrario, se multiplicaron” (Redacción, Aristegui Noticias). 
3 Especialmente con la denominada guerra sucia. Resulta pertinente mencionar aquí las estrate-
gias oficiales que articulan la guerra sucia con los movimientos sociales y, en su caso, con las 
guerrillas: “El razonamiento oficial tiende a reducir al máximo los contenidos sociales, las mo-
tivaciones políticas y las condiciones de injusticia y desigualdad social extremas que privan en 
las regiones donde surge la guerrilla, pues de esa manera se favorece la aplicación de medidas 
sólo policiacas y militares. Al análisis insuficiente, pues, se agrega con frecuencia una contrain-
surgencia que amplía indiscriminadamente el radio de la represión mediante aprehensiones co-
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tóricos, políticos y económicos donde la intervención de Estado por medio 
de las Fuerzas Armadas de México no sólo no resuelve los conflictos, sino 
que constantemente han sido señaladas como responsables de violaciones 
graves a Derechos Humanos.4 

En México, el 21 de diciembre de 2017 se aprobó la Ley de Seguridad 
Interior (LSI) que permitía realizar actividades del ámbito de la seguridad 
pública a las Fuerzas Armadas, sin que se establecieran claramente la corre-
lación y correspondencia entre los ámbitos de prevención e investigación 
de los delitos, así como la aplicación de garantías procedimentales;5 esta ley 
se cuestionó –tanto por organismos nacionales como internacionales6– por 
ser contraria al artículo 21 constitucional, específicamente el párrafo que re-
fiere que “las instituciones de seguridad pública serán de carácter civil, dis-
ciplinado y profesional”. La LSI representó, en ese sentido, el intento de 
instauración de modelos de seguridad contrarios a los mecanismos de paci-

lectivas, tortura y desapariciones forzadas de personas, rasgos característicos de guerra sucia” 
(Montemayor, 2010, p. 42).
4 “En más de una década de la estrategia que se basa en la participación de militares y marinos 
en labores de seguridad pública en diversos puntos del país, la cifra de recomendaciones alcan-
za 166: contra elementos de la Secretaría de la Defensa Nacional (Sedena) han sido 126 y 40 
contra la Secretaría de Marina Armada de México (Semar). Esto de 2007 al 30 de noviembre de 
2017. Las violaciones a las garantías fundamentales en las que han incurrido soldados y marinos 
y que han sido acreditadas en todas estas recomendaciones por la CNDH son desaparición for-
zada, ejecución extrajudicial (vulneración del derecho a la vida), detenciones arbitrarias, tortura 
y otros tratos crueles, contra la integridad y la seguridad personal, contra la libertad, agresiones 
sexuales y no presentar de inmediato a los detenidos ante el Ministerio Público, entre otras” 
(Olivares Alonso, 2017, p. 3).
5 Para la Comisión Nacional de Derechos Humanos la “propuesta de ley no establece en for-
ma expresa la forma como se conciliará la prevención, investigación y persecución de delitos 
con el amplio espectro de conductas que se pretenden encuadrar como materia o riesgos a la 
Seguridad Interior, siendo en consecuencia previsible que su aplicación trasgreda, desde el ori-
gen, garantías procedimentales básicas y derechos humanos reconocidos en la Constitución, lo 
cual propiciará que los responsables de una conducta ilícita tengan una puerta abierta para elu-
dir la acción de la justicia por la indebida actuación de las autoridades, una vez que sus acciones 
fueran puestas a consideración de un tribunal de derecho. Mucho de lo que el dictamen refiere 
como materia de Seguridad Interior serían cuestiones que, bajo otra óptica se podrían conside-
rar, como propias del ámbito de la Seguridad Pública” (CNDH, 2017).
6 Cfr. documento: México: Pronunciamiento abierto de organizaciones internacionales de derechos huma-
nos en contra de la adopción de una Ley de Seguridad Interior en México, de la Organización Mundial 
Contra la Tortura.
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ficación y re-construcción de la seguridad ciudadana, así como de la deno-
minada reconciliación nacional.7 Dicha ley tuvo su declaración de invalidez 
total por sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción 
de inconstitucionalidad 6/2018, notificada al Congreso de la Unión para 
surtir sus efectos jurídicos el 15 de noviembre de 2018. Vale recordar la de-
claración del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos, Zeid Ra’ad Al Hussein, con fecha del 7 de marzo de 2018, donde 
expresa preocupación por la ausencia de garantías8 y supervisión adecuadas 
en el marco de dicha ley: 

En México, me preocupa que una nueva ley de seguridad interna au-
torice el uso de las fuerzas armadas en la aplicación de la ley sin ga-
rantías y supervisión adecuadas, y no cumple con los estándares in-

7 El Pacto de Reconciliación Nacional anunciado por el actual gobierno es una cuestión pen-
diente, en términos de política pública, no existe todavía ninguna sistematización sobre los da-
tos, la información, las representaciones socioculturales, los discursos políticos articulados por 
las miles de personas –víctimas– en torno a la ausencia de procuración de justicia, para la rea-
lización de un diagnóstico oportuno que permita la adecuada implementación de planes y pro-
gramas que tendrían por objetivo, según el documento intitulado Primer Paso para el Proceso de 
Paz: Apertura de Foros de Consulta para Trazar la Ruta Hacia el Pacto de Reconciliación Nacional: “Ge-
nerar un espacio de diálogo para identificar propuestas sobre las prioridades de la región, que 
serán insumos para la formulación de políticas públicas para la construcción de paz y a recon-
ciliación nacional”.
8 Actualmente la racionalidad bélica que se expresa en leyes como la –invalidada- Ley de Se-
guridad Interior, puede observarse en la creación de la denominada Guardia Nacional que ha 
recibido críticas desde diversos sectores de la sociedad civil, así como la promoción de acciones 
de inconstitucionalidad por parte de la Comisión Nacional de Derechos Humanos en razón de: 
“La facultad para detener a los particulares, solicitarles información, intervenir sus comunica-
ciones privadas y localizar su posición geográfica en tiempo real, sin que exista denuncia algu-
na, para la prevención tanto de delitos, como de infracciones administrativas, afecta la privaci-
dad e intimidad de las personas sin fundamento legal para ello. Inspeccionar y vigilar la entrada 
y salida de personas en el país, así como verificar si los extranjeros que residen en el territorio 
cumplen con las obligaciones que establece la Ley de Migración transgreden los derechos de 
libertad de tránsito, seguridad personal, a la intimidad, de protección de datos personales, así 
como la prohibición de injerencias arbitrarias. La posibilidad de la utilización de armas, incluso 
letales, contra quienes participen en manifestaciones o reuniones públicas, vulneran los dere-
chos fundamentales de libertad de expresión y libertad de reunión. La reserva absoluta, previa, 
permanente e indeterminada que toda la información, restringiendo el acceso a la información 
y estableciendo una prohibición expresa para su acceso al público, independientemente de su 
contenido o naturaleza” (CNDH, DGC/255/19).
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ternacionales de derechos humanos. Celebro la entrada en vigor de 
nuevas leyes contra la tortura en junio de 2017 y las desapariciones 
forzadas en enero de 2018. Espero con interés ayudar a las autori-
dades a garantizar su pronta y efectiva aplicación, con plena partici-
pación de la sociedad civil y las víctimas. Insto al Estado a crear una 
Oficina del Procurador General efectiva e independiente (Naciones 
Unidas, 2018). 

De hecho, la participación ciudadana se ha verificado en términos de 
las víctimas que se hallan integradas en colectivos y organizaciones de la so-
ciedad civil (OSC) y que interactúan en los procesos legislativos.9 

Los discursos jurídicos, como se dijo, representan una concepción 
relacional entre las instituciones estatales y los diversos grupos sociales que 
acotan y definen la participación de la ciudadanía en general y de los gru-
pos sociales en particular, sin embargo, en el caso de la construcción de la 
JT cabe señalar la especial relevancia de la dimensión temporal de la parti-
cipación ciudadana.  

Cualquier actividad humana puede orientarse hacia el futuro, el pre-
sente o el pasado. En los hechos, la participación ciudadana se mani-
fiesta 1) en los procesos de formación de las políticas públicas, 2) en 
la ejecución de las respectivas decisiones y 3) en la evaluación o con-
trol de la gestión pública. Es decir, en los tres tiempos -futuro, pre-
sente y pasado- en que se programa, desenvuelve y evalúa toda acti-
vidad institucional (Oszlak, 2009, pp. 23-24). 

Significativamente la JT se constituye por medio de la incorporación 
de las prácticas socioculturales y políticas  que mantienen, en el presente, 
aquello que no puede integrarse al pasado como sucede cuando no exis-
te un conflicto social; un campo de ese conflicto se ha ido definiendo por 
normatividades penales entre las que destaca el tipo de desaparición forza-
da, así como la Comisión Nacional de Búsqueda y las Comisiones Locales 

9 El Movimiento por nuestros desaparecidos en México que se gestó en marzo de 2015, ac-
tualmente aglutina a más de 70 colectivos y organizaciones de familiares con el propósito de in-
cidir, entro otras cuestiones, en la materia legislativa, tal es el caso de la Ley General en Materia 
de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema 
Nacional de Búsqueda de Personas (LGMDFP), vigente desde el 17 de noviembre de 2017.
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de Búsqueda, incluidas en el artículo 4 de la LGMDFP, así como el Progra-
ma Nacional de Búsqueda y Localización de Personas se ha normativizado 
a través de una acotada concepción de participación, esto es, la permisión 
para realizar búsquedas por parte de familiares y organizaciones, cuestión 
que ya era practicada sin que mediara la potestad del Estado: 

Participación conjunta: las autoridades de los distintos órdenes de 
gobierno, en sus respectivos ámbitos de competencia, permitirán la 
participación directa de los Familiares, en los términos previstos en 
esta Ley y demás disposiciones aplicables, en las tareas de búsqueda, 
incluido el diseño, implementación y evaluación de las acciones en 
casos particulares, como en políticas públicas y prácticas institucio-
nales (LGMDFP, art. 5). 
En ese orden de ideas, cabe hacer mención del Informe Especial so-
bre Desaparición de Personas y Fosas Clandestinas en México de 
la CNDH para visualizar los procesos que, más allá del deber ser que 
contiene la LGMDFP, implica la posible construcción de la JT en 
México, particularmente en cuanto las responsabilidades estatales en 
términos de seguridad ciudadana y pública. 
[…] el incumplimiento del fin último de la función estatal, que es la 
convivencia pacífica y la seguridad pública, pasando por alto no solo 
los pronunciamientos emitidos por esta Institución Nacional Protec-
tora de los Derechos Humanos, sino también los compromisos asu-
midos ante la comunidad internacional, reflejando además, en mu-
chos casos, dilación y falta de interés para resolver tal problemática 
que lacera a la sociedad en general, lo cual constituye una violación a 
los derechos humanos. Incluso, el supuesto de las desapariciones im-
putadas a la delincuencia organizada, es un efecto de la desatención 
continua de hace décadas de una adecuada seguridad ciudadana, de 
los fenómenos de corrupción cada vez más extendidos y a la persis-
tente impunidad que ha incidido en la arraigada violencia en diversas 
y extendidas zonas del país, todo lo cual ha potenciado un débil Es-
tado de Derecho (CNDH, 2017).
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2. Procesos victimológicos transicionales 

Para una adecuada comprensión de los procesos que integran la JT, resul-
ta pertinente indicar qué no es la JT, fundamentalmente para saber cuál es 
su alcance, las dimensiones donde incide y los riesgos –principalmente de 
impunidad– que pueden producir inadecuadas concepciones y prácticas de 
JT. 

No es un método para acabar con todos los defectos de una socie-
dad. Las prolongadas luchas sociales y políticas en pro de la justicia y 
la igualdad de oportunidades pueden beneficiarse de la justicia transi-
cional, pero no se acaban con ella. No es un tipo concreto de justicia, 
como la reparadora, la distributiva o la retributiva. Es la aplicación a 
determinadas circunstancias de una política basada en los derechos 
humanos. No es una justicia ‘blanda’. Intenta proporcionar las me-
didas de justicia más relevantes en las condiciones políticas de cada 
momento. Si sólo pretende esquivar la aprobación de medidas de jus-
ticia coherentes, no será más que una impunidad más sutil (Centro 
Internacional para la Justicia Transicional).

Analicemos las siguientes definiciones descriptivas sobre los princi-
pales actores que intervienen en la JT, así como los objetivos que ésta bus-
ca. Para Paul van Zyl (2011, p. 47):

La justicia transicional se entiende como el esfuerzo por construir 
paz sostenible tras un periodo de conflicto, violencia masiva o viola-
ción sistemática de los derechos humanos. El objetivo de la justicia 
transicional implica llevar a juicio a los perpetradores, revelar la ver-
dad acerca de crímenes pasados, brindar reparaciones a las víctimas, 
reformar las instituciones abusivas y promover la reconciliación.

Para Alán Arias Marín (2010, p. 20):

La justicia transicional busca aclarar la identidad y los destinos de las 
víctimas y los victimarios. 2. Busca, además, establecer los hechos re-
lacionados con las violaciones de derechos humanos en situaciones 
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de autoritarismo y/o conflicto armado. 3. Diseñar las formas en las 
que una sociedad abordará los crímenes perpetrados y las necesida-
des de reparación.

De las definiciones se deriva que la JT ineludiblemente está vinculada 
con uno o varios tipos de conflicto, con los mecanismos de justicia que les 
darían respuesta, así como la puntual descripción de quiénes son las vícti-
mas y quiénes los victimarios, con el propósito de definir los tipos de par-
ticipación en cada caso. Se debe comprender que se trata de una condición 
contextual –cultural, identitaria, política y social– que define la condición 
de víctima y victimario, de ahí que Antonio Beristain (2008, p. 126) pueda 
plantear desde la justicia victimal una transformación radical y un tipo de 
cultura hospitalaria:

De la nueva cosmovisión y praxis victimológica puede y debe derivar 
una evolución y transformación radical de los sistemas y cosmovisio-
nes espirituales, jurídicos, morales, pedagógicos, policiales, políticos, 
prisionales, etc. En concreto, la Justicia victimal fomenta una cultura 
hospitalaria que: 1. reduzca notablemente el número de las víctimas, 
2. repare a través de los victimarios el daño causado por éstos a sus 
víctimas, y las dignifique, 3. facilite a las víctimas su sentido positivo 
–agápico, espiritual– de su victimización […]

La justicia victimal que propone Beristain integra el conjunto de posi-
bilidades que plantea como objetivos la JT, en ese sentido, es pertinente ha-
cer mención de la vertiente sociológica del neo-institucionalismo que, desde 
las políticas públicas:

[…] postula que la mayoría de las formas y procedimientos pueden 
ser entendidos como prácticas particulares de origen cultural […]. 
Desde esta perspectiva ampliada se desprende que los factores cultu-
rales son instituciones, lo que incita al análisis de elementos cogniti-
vos –entendidos como instituciones culturales– que pesan sobre los 
comportamientos individuales y que determinan la legitimidad de las 
organizaciones (Roth Deubel, 2007, p. 41).
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No obstante, el reconocimiento del ámbito cultural –y sus dimensio-
nes sociopolíticas– en las estrategias que siguen los diseños y las implemen-
taciones de las políticas públicas, así como en las construcciones categoria-
les que se realizan para explicar lo que Jeffrey C. Alexander denomina Cul-
tural trauma, que “ocurre cuando los miembros de una colectividad sienten 
que han sido sometidos a un evento horrendo que deja marcas indelebles 
en su conciencia grupal, marcando sus recuerdos para siempre y cambian-
do su identidad futura de manera fundamental e irrevocable” (Alexander, 
2004, p. 1); todavía se halla pendiente saber quiénes son las víctimas, qué 
hacen, qué y cómo sufren, qué esperan y qué logran (Beristain, 2008, pp. 
103-104). Las interrogantes que formula Beristain delinean algunos ámbi-
tos victimológicos ineludibles para el diseño de políticas públicas dirigidos a 
conseguir los objetivos de la justicia transicional, en particular aquellos que 
se mencionan párrafos arriba sobre aclarar la identidad y los destinos de las 
personas víctimas y victimarios. Debe subrayarse, en ese contexto, que la 
identidad como elemento central en el diseño de las estrategias institucio-
nales no sólo representa un reto de orden metodológico en cada una de las 
etapas o dimensiones de las políticas públicas, toda vez que las concepcio-
nes actuales de estas responden más a un ejercicio definido por la reducida 
interacción entre las denominadas poblaciones objetivo y quienes operan 
en los niveles y etapas de la política, que por el ejercicio de reconocimiento 
que supone la alteridad para concebir las posibles rutas de respuesta a las 
demandas de las comunidades que integran la ciudadanía. Dicho recono-
cimiento es plausible claramente por medio de los métodos y las técnicas 
antropológicas, sin embargo encontrarse in situ no necesariamente significa 
o implica el reconocimiento y posible producción de conocimiento perti-
nente para la implementación de la acción institucional; una de las razones 
primarias se debe a las acotadas potestades que en la práctica puede ejercer 
la ciudadanía, por ello es significativo que el procedimiento hermenéutico 
que implica en estas condiciones la acción institucional se reduzca a enun-
ciar más que a practicar, como podremos observar con algunos ejemplos 
concretos sobre las implicaciones de la alteridad, la identidad, el dolor y las 
políticas públicas.
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En términos propositivos, Gossman (2010, pp. 434-435) señala cua-
tro áreas clave que pueden integrarse a los pendientes en materia de justicia 
victimal y transicional: 

[…] más voz y autonomía a las comunidades locales; asistencia in-
ternacional coordinada y coherente; esfuerzos serios para penalizar y 
procesar a los involucrados en actos de corrupción, y la aplicación de 
medidas para limitar el poder y la influencia de los señores de la gue-
rra y de personajes poderosos que socavan la seguridad y participan 
en actividades criminales.

Sobre aquello que se denomina genéricamente como la voz de las co-
munidades en relación con el procesamiento penal de actos de corrupción 
se desprenden por lo menos dos cuestiones relevantes para los procesos 
transicionales vinculados con la justicia. Por un lado, quiénes cuentan con 
la autoridad, en términos de representación, para integrar –más que la voz– 
las narraciones relevantes simbólicamente para los procedimientos de JT y, 
por otro lado, cuáles serán los mecanismos de participación ciudadana pla-
neados contextualmente, esto es, en consideración de los ámbitos sociocul-
turales, políticos e identitarios. Cada uno de estos ámbitos están definidos 
transversalmente por la política penal que en el momento histórico corres-
ponda, es decir, por las concepciones del castigo penal que se tengan en la 
sociedad10 y por las posibles prácticas restaurativas y transicionales que ne-
cesariamente producirán tensiones y conflictos respecto de los paradigmas 
sustentados en el castigo del individuo y no en la cohesión de la comunidad, 
como todavía sucede con el modelo penitenciario mexicano, de raigambre 
positivista, mismo que dirige todo su dispositivo al individuo antes que a las 
condiciones estructurales que este experimenta cotidianamente.   

Aun cuando se constatan acciones institucionales “a favor de las víc-
timas como sujetos activos en la determinación de la respuesta justa y ajusta-
da al delito y al delincuente” (Beristain, 1994, p. 304), todavía son práctica-

10 Se subraya el carácter pluriétnico de la sociedad mexicana y, por ello, también plural en las 
concepciones de justicia y reparación, sin dejar de observar la existencia de un modelo hegemó-
nico que en la práctica todavía se halla preponderantemente basado en el castigo, es decir, en el 
victimario y no en la víctima y la comunidad.
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mente inexistentes las iniciativas institucionales dirigidas a establecer corre-
laciones entre la JT y las concepciones y prácticas del castigo.11 

Se ha detectado en la práctica que durante el diagnóstico y la proble-
matización de ciertas políticas públicas aquello que define a los sujetos par-
ticipantes no sólo es contrario a la realidad, sino que la inclusión de la voz 
–o cosmovisión como la denomina Beristain– es prácticamente nula.12 La cau-
sa primordial de la exclusión en las etapas definitorias de la política pública 
son el carácter irreflexivo, como ya se dijo, del modelo positivista que las 
instituciones todavía emplean (Torgerson, 2013). Para el conjunto de polí-
ticas públicas dirigidas a la construcción de la JT será inevitable desarrollar 
metodologías en cada una de las etapas que permitan el análisis cualitativo 
dirigido esencialmente a la dimensión intersubjetiva, esto es, el análisis de 
los significados y representaciones de quienes se circunscriben a las catego-
rías victimológicas, y de las categorías analíticas y explicativas del conflicto 

11 De hecho, la actual secretaria de gobernación, Olga Sánchez Cordero, propuso hace 
poco más de un año “empezar con comisiones de investigación para la verdad de casos 
concretos (inquiry commissions), tal como ha sucedido en otras latitudes. Estas comisio-
nes pueden ser un primer paso en la construcción de la transición a la paz y no excluyen 
pensar en una comisión de la verdad para todo el país a mediano plazo”, de la misma 
manera, la funcionaria sostiene que para la “reparación integral, debemos pensar en un 
programa nacional de reparaciones y cuestionarnos si es exclusivo de la justicia transi-
cional o se encuentra dentro de un contexto más amplio como el ya previsto en la Ley 
General de Víctimas o, incluso, algo intermedio” (Sánchez Cordero, 2018). La cuestión 
es relevante toda vez que los denominados pilares de la JT-verdad, justicia, reparación y 
garantías de no repetición- se hallan, como ella misma señala, en la Ley General de Víc-
timas (LGV), esto es, aquello que se plantea para los procesos de la justicia transicional, 
en México se halla contenido en la LGV en la  Ley General en Materia de Desaparición 
Forzada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema Nacional 
de Búsqueda de Personas que según su artículo primero se trata de una ley “de orden 
público, interés social y observancia general en todo el territorio nacional”, es decir, no 
tiene carácter transicional.     
12 Tal es el caso de los sistemas penales y penitenciarios, donde la cosmovisión de las personas 
sólo se considera si se expresa en el marco de los documentos institucionales. De hecho, negar 
o violentar las estructuras que integran la cosmovisión, es una de las acciones que se práctica en 
los sistemas mencionados.  Por otro lado, sin embargo, debe mencionarse la activa participación 
de familiares y/o OSC en la definición de los contenidos de la LGMDFP, así como en la Ley ge-
neral de Víctimas (LGV) publicada en el Diario Oficial de la Federación el 9 de enero de 2013 y 
reformada el 03-01-2017, dicha participación, de una u otra manera, implicó las construcciones 
sociales sobre la vida y la muerte que integran invariablemente todas las cosmovisiones.          
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al que se dirige la JT. Se trata, pues, de la integración de aquellas represen-
taciones que ya cuentan con estructuras discursivas articuladas y represen-
taciones que pueden configurarse a través de la implementación de los pro-
cesos de JT. El primer caso incluye las representaciones que provienen del 
universo de las personas víctima vinculadas –o no– con organizaciones ci-
viles o colectivos, y las segundas, son representaciones que se constituirían 
institucionalmente en correspondencia con las primeras. Debe señalarse, 
no obstante, que ninguna política tiene la posibilidad de integrar en su to-
talidad los sentidos de los significados y representaciones socioculturales y 
políticas13 que hoy todavía son demandas de justicia antes que planes o pro-
gramas articulados con políticas públicas.14 

Líneas arriba se escribió sobre la significativa ausencia de la acción 
institucional en los procedimientos hermenéuticos para la comprensión de 
los fenómenos victimales relacionados con la identidad/alteridad y el dolor, 
particularmente donde se verifican procesos auto-reflexivos de las personas 
víctimas sobre las prácticas identitarias que integran su cosmovisión. Como 
ejemplo concreto tenemos el caso Tierra Blanca. El 11 de enero de 2016 en 
el municipio Tierra Blanca los jóvenes Bernardo Benítez Arroniz, José Be-
nítez de La O, Susana Tapia Garibo, Mario Arturo Orozco Sánchez y José 
Alfredo González Díaz fueron desaparecidos por policías estatales. Colum-
ba Arroniz, madre de Bernardo Benítez, en entrevista expuso: “Créeme que 
no hay dolor tan grande, no saber dónde está tu hijo, no saber dónde ele-

13 Tania Ramírez Hernández, hija de Rafael Ramírez Duarte, militante de la Liga Comu-
nista 23 de septiembre, desaparecido forzadamente en 1977, describe el complejo apren-
dizaje que articula diversos procesos histórico-políticos. Aprendimos –narra Tania– “otras 
formas de reivindicación de la lucha de nuestros padres. Que podíamos inventar otras 
formas de lucha a pesar de que nuestros papás son un tótem, superhéroes para nosotros. 
Aprendimos a leer la historia de nuestro país en clave de continuidad y de procesos que 
no terminan, móviles e intereses del Estado que siguen ahí. Y en tiempos recientes, esta-
mos aprendiendo cómo acercarnos a estas nuevas formas del mismo y viejo dolor (Anti-
llón Najlis, 2018, p. 462).
14 Los acercamientos de ciertos grupos civiles o colectivos a las instituciones se comprenden 
mejor si se toman en cuenta las tácticas y los recursos que se emplean, así como la articulación 
con otras organizaciones que disponen de mayor infraestructura y especialización por áreas de 
trabajo (fundamentalmente en las áreas vinculadas con las estrategias jurídicas) y/o con orga-
nismos autónomos y descentralizados como la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
y las comisiones de derechos humanos estatales.
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varle una oración, no saber rezar por él, porque si está vivo rezar por él, si 
está muerto, porque así nos toca rezar: de dos maneras, por si está vivo, por 
si está muerto (Columba Arroniz, 5 de marzo de 2019). En ese mismo sen-
tido, el informe Yo sólo quería que amaneciera. Impactos Psicosociales del Caso Ayo-
tzinapa, realiza el siguiente hallazgo. 

“Para algunos familiares, las fechas que rodean el Día de Muertos ge-
neran muchas angustias, ya que si miembros de su comunidad e integran-
tes de sus familias más extendidas optan por seguir la costumbre de ‘to-
par al muerto’, es decir, colocar un altar a nombre de su hijo desaparecido, 
y el hijo se encuentra vivo, es una forma de matarlo, y sin embargo, si su 
hijo se encuentra fallecido y no se le coloca el altar, su espíritu no descan-
sa” (Antillón Najlis, 2018, p. 423). En ambos casos se observan trastocados 
elementos identitarios vinculados con la cosmovisión de las personas, así 
como reconfiguraciones que permiten al sujeto integrar divergencias y am-
bigüedades de los significados socioculturales, sin embargo, las políticas di-
rigidas a la concreción de los pilares que la JT son plausibles únicamente si 
se garantiza la participación efectiva de las víctimas. En el mismo informe, 
existe un diagnóstico que visibiliza dinámicas socioculturales que se produ-
cen en el contexto de la desaparición forzada y significativamente señala la 
omisión por parte de las instituciones para articular el lenguaje –que cons-
tituye la cosmovisión– como dispositivo hermenéutico para la implemen-
tación de políticas públicas pertinentes. El relato se desarrolla por la madre 
de uno de los jóvenes desaparecidos: 

‘Am ixkchiya tla timitsilkauaskej, uan amo ixkilkaua kampa tejuame timits-
chixtokej’, que en español se traduce como: ‘Nunca esperes que te 
olvidemos y nunca olvides que te estamos esperando’ […]. [Y agre-
ga], este diagnóstico identifica que la posibilidad de expresión en su 
propio idioma no es algo que se haya impulsado en ninguna de las 
reuniones que los familiares han sostenido con funcionarios públi-
cos, ni en la Secretaria de Gobernación, la Procuraduría General de 
la República ni con el Presidente de la República (Antillón Najlis, 
2018, p. 417).
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Sin la participación efectiva en los procesos dirigidos a la JT tampoco 
es viable el citado Pacto de Reconciliación Nacional. Por una parte, porque 
“la sensibilidad por el sujeto sufriente, por lo específico de su lenguaje y por 
sus capacidades de articular comunidad y sentido” (Gatti, 2017, p. 32), se 
pierde si no existen las condiciones para generar acciones de política pública 
que deriven en reparaciones integrales, y por otro lado, porque la reconcilia-
ción no es sino “una revelación de un mundo en común desde perspectivas 
diversas y posiblemente irreconciliables. Esta divulgación es un logro mo-
mentáneo y contingente que debe ser revisado continuamente a través de 
participar en el negocio público de juzgar, argumentar y persuadir sobre la 
importancia de los eventos públicos” (Schaap, 2001). Sin mecanismos que 
integren la diversidad de cosmovisiones, será imposible adoptar “decisiones 
sobre cómo manejar las disparidades en la experiencia de violencia debidas 
al género, etnia y clase social […]” (Magarrell, 2008, p. 346). En todo caso, 
el riesgo latente es producir, como ya se citó, impunidad más sutil.

Para Paige Arthur (2011, p. 76) el campo de la justicia transicional 
“emergió directamente de un conjunto de interacciones entre activistas de 
derechos humanos, abogados y académicos del campo jurídico, legislado-
res, periodistas, donantes y expertos en política comparada interesados en 
el tema de derechos humanos y la dinámica de las ‘transiciones a la demo-
cracia’ que empezó a finales de la década de los ochenta”. En ese sentido, es 
importante enfatizar los horizontes y los límites de las medidas reparativas di-
rigidas a las personas víctimas15. Como escribe José Zalaquett (2010, p. 10):

En la mayoría de las situaciones, el objetivo de reparar el daño cau-
sado a las víctimas no se puede lograr por completo. No existe una 
reparación real de la pérdida de vidas o las secuelas físicas o psico-
lógicas permanentes de la tortura o de otras medidas represivas. Los 
años de angustia e incertidumbre que sufren los familiares de los pre-

15 Es evidente que los contextos políticos y socio-históricos definen los significados, represen-
taciones y estrategias de las personas víctimas, familias, colectivos y las organizaciones civiles, 
por ejemplo, el Comité Pro-Defensa de presos, perseguidos, desaparecidos y exiliados políticos 
de México (Comité Eureka) fundado por Rosario Ibarra de Piedra, surge en el contexto de la 
guerra fría y sus demandas están articuladas con los paradigmas de finales de los años setenta y 
principios de la siguiente década. En el caso de la Red Internacional de H.I.J.O.S. que se halla en 
México, Argentina, Barcelona, Bogotá, Chile, Guatemala, Perú, Madrid, Uruguay, entre otros, 
se identifica por el lema: “No olvidamos. No perdonamos. No nos reconciliamos”.
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sos desaparecidos no se pueden compensar fácilmente. Una políti-
ca de terror estatal deja no solo a las víctimas identificables, sino que 
también se extiende a lo profundo de la sociedad, afectando a gran-
des sectores de la población.

Se trata de un proceso que implica que la sociedad vaya “aprendiendo 
a escuchar, a procesar, a comprender, retomando paulatinamente la empa-
tía con el dolor ajeno y reapropiándose de otros discursos” (Trujillo, 2018). 
Este proceso se caracteriza por la construcción de discursos articulados con 
los DD. HH.16, donde existe una relación estrecha entre el sufrimiento, la 
memoria y el perdón: 

Pero la memoria a la que convoca el perdón no encadena el presente 
al pasado traumático. Es una memoria que recupera la perspectiva de 
la víctima para romper el poder del mal sobre el presente, cuyas con-
secuencias nadie sufre tanto como ella […]. El dolor del daño, de lo 
perdido quizás irrecuperablemente, bajo la perspectiva del perdón se 
convierte en motivación para construir un futuro y un presente libe-
rados (Zamora, 2008, p. 72).

En dicha perspectiva que supone romper el poder del mal sobre el presente, 
las comisiones de la verdad ofrecen no sólo un mecanismo para el “trabajo 
en la obtención de testimonios de miles de víctimas, testigos y sobrevivien-
tes. Para seleccionar la información sobre pautas, perpetradores, supuesta 
responsabilidad institucional, tipos de víctimas, clases de violaciones de los 
derechos humanos, variaciones en los abusos a lo largo del tiempo, distri-
bución geográfica y otros detalles” (Hayner, 2008, pp. 297-298), también se 
erigen como espacios para 

16 Elizabeth Jelin (2004, p. 13) encuentra que existen ciertos vínculos entre las exigencias que 
precedieron al momento en el que los DD. HH. humanos fueron apropiados como discurso y 
práctica política: “[…] como principio aglutinador de su práctica política, a rescatar un sistema 
de valores fundamentales: la vida, la verdad, la justicia, planteando exigencias desde una ética 
universal. Si en un primer momento el énfasis de sus demandas estaba e frenar la represión ile-
gal, con la transición post-dictatorial sus ejes de acción se orientaron a reclamar ‘verdad y jus-
ticia’ primero, para después dar pie a una diversificación de metas y demandas: por un lado, se 
ocupó del seguimiento de las demandas de justicia y verdad sobre el pasado, acción que está 
demostrando tener una vigencia que no se apaga con el correr de los años sino que se reactiva, 
dinamiza y multiplica internacionalmente”.



Participación y seguridad ciudadana 125

(i) la (re)construcción de narrativas públicas y participativas más in-
tegrales sobre los contextos de violencia generalizada, sus causas, 
consecuencias y legados, (ii) la expresión de versiones libres, tanto de 
víctimas como de victimarios, (iii) la formulación, análisis, discusión 
y replanteamiento, desde una perspectiva social, de los retos que im-
plica la reconciliación y reconstrucción del tejido social, así como la 
reapropiación de las instituciones públicas, el impulso de la democra-
cia sustantiva o el estado de derecho”  (López Ayllón, 2018, p. 43).

Finalmente, la reapropiación de las instituciones públicas en el mar-
co de la JT permite concebir una ciudadanía participativa en la resolución 
de los conflictos al tiempo que define las directrices que permitirán el esta-
blecimiento de las condiciones para la inclusión desde la justicia, “se trata 
en esencia de mirar a las reparaciones no sólo como una forma de justicia 
correctiva, que busca enfrentar el sufrimiento ocasionado a las víctimas y a 
sus familiares por los hechos atroces, sino también como una oportunidad 
de impulsar una transformación democrática de las sociedades, a fin de su-
perar situaciones de exclusión y desigualdad […]” (Uprimny y Saffon, 2009, 
p. 34).

Conclusiones 

Si es viable la consolidación de un paradigma de la justicia transicional sólo 
será posible por medio de la transformación de las relaciones y potestades 
entre las instituciones gubernamentales y la ciudadanía. Debe ser claro que 
reivindicar las potestades ciudadanas no depende sólo de las concepciones 
y prácticas institucionales que desarrolle el Estado en respuesta a ciertas 
victimizaciones, se trata, primero de comprender cuáles son puntualmente 
las características de la crisis humanitaria y de DD.HH., en esa perspectiva 
las instituciones responsables –con base en la experiencia de los grupos de 
familias, colectivos y organizaciones– tienen la urgente necesidad de articu-
lar respuestas metodológicas pertinentes, esto es, en coherencia y corres-
pondencia en las concepciones sobre el conflicto que afecta a diversos gru-
pos de la ciudadanía. En este proceso debe observarse puntualmente cómo 
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son apropiados diferencialmente los discursos relativos a la DD.HH., por 
parte de dichos grupos y cuáles son las tácticas y las estrategias que se desa-
rrollan con base en determinados significados y representaciones sociocul-
turales respecto de la justicia. De la misma manera, resulta conveniente arti-
cular los resultados de los diversos informes y diagnósticos que dan cuenta 
de los ámbitos trastocados a causa de la violencia, particularmente aquellas 
expresiones vinculadas con la cosmovisión en términos de vida/muerte.

Sin duda, las demandas de justicia de los diferentes grupos sociales 
que integran la ciudadanía, pueden ser observados desde las categorías ana-
líticas propias de los ámbitos de la victimología y criminología críticas, así 
como de la criminología cautelar, que reconocen y comprenden la genealo-
gía de las estrategias de Estado dirigidas al castigo de la alteridad. 

No obstante, el desarrollo de la JT necesariamente habrá de recono-
cer en su diagnóstico las funciones declaradas y latentes específicamente del 
sistema penal y penitenciario, toda vez que inequívocamente ahí se encuen-
tran definidas no sólo las concepciones de la política criminal y sus norma-
tividades prescriptivas, sino la construcción social de la sanción y el objeto 
de la misma. 

En etapa posterior, la implementación de las políticas articuladas con 
los pilares de la JT suponen una serie de condiciones metodológicas que 
bien pueden ser comprendidas precisamente por su ausencia en el ejercicio 
de las políticas públicas, se trata de una larga tradición positivista que rehúsa 
la exploración, identificación, análisis y explicación de las estructuras inter-
subjetivas propias de cualquier comunidad y grupo social, además, para el 
caso de la JT, dicho vínculo resulta central en cada una de las etapas de las 
políticas consideradas para las personas víctimas, aún en los procesos que 
en su momento trasciendan las dinámicas de la JT y permitan, en su caso, 
pensarnos como una ciudadanía inclusiva.  
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